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AMNISTÍAS, INDULTOS Y PERDONES. 
SIGLO XIX

La amnistía y el indulto son dos instrumentos jurídicos a 
los cuales, a lo largo de nuestra agitada vida republicana, 
se ha acudido con inusitada devoción y que han sido otor-
gados con tal largueza que su carácter de excepcional se 
volvió de uso corriente perdiendo, en cierta forma, la razón 
de ser que les otorgó el legislador. 
Grosso modo, podría asegurarse que desde 1782 hasta la ac-
tualidad se han expedido 63 indultos y 25 amnistías. Esas, 
que debieran ser soluciones extremas, reiteradamente au-
torizadas en nuestras constituciones, han sido usadas para 
descriminalizar u olvidar el delito y la pena, en el caso de 
la amnistía, y para despenalizar o anular la pena, en el caso 
del indulto.
Las amnistías e indultos han emanado en primer lugar de los 
grandes jefes de los conflictos armados o del poder ejecutivo, 
autorizado por normas extraordinarias. En nuestra historia 
de guerras y reconciliaciones han sobresalido por dictar 
el mayor número de indultos y amnistías los presidentes 
Tomás Cipriano de Mosquera y Pedro Alcántara Herrán, 
y el vicepresidente José de Obaldía. Secundariamente, 
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esos beneficios han sido expedidos por el Congreso y 
las Asambleas Legislativas del Estado o por Asambleas 
Constituyentes.
El indulto y la amnistía han cobijado a conductas comunes, 
no solamente cuando se trata de delitos conexos con los po-
líticos; también registramos que esas figuras han sido apli-
cadas, en forma autónoma y deliberada, al delito común. Se 
han aplicado a delitos comunes graves, como el homicidio o 
el desfalco de las rentas públicas, y para delitos leves, como 
la injuria, la calumnia o la deserción. En ocasiones, las leyes 
o decretos con esos beneficios han sido expedidas con nom-
bres propios, o sin ellos, pero a grupos de individuos identi-
ficables por hallarse en determinadas situaciones jurídicas.
Con estas consideraciones previas, iniciemos nuestra anda-
dura a lo largo de nuestra historia. El largo camino de golpe 
explica el porqué de la también larga, pero extremadamen-
te larga, violencia política del país.
El 6 de julio de 1782 el arzobispo, y posterior virrey, Antonio 
Caballero y Góngora promulgó un ”indulto y perdón general 
de todas las culpas cometidas durante la insurrección” 
concedido por el propio rey de España, a través del virrey 
Manuel Antonio Flórez, a los comprometidos en la marcha 
de los comuneros iniciada en 1781.
Esto aconteció mucho antes de que hubiera tenido ocurren-
cia la Revolución Francesa con su ajado producto de la “De-
claración de los derechos del hombre y del ciudadano”.
Superfluo resulta enumerar los resultados de ese indulto 
divulgado por el arzobispo. Anótese, únicamente como re-
ferencia, que la mencionada gracia fue la primera de una 
larga serie de indultos y amnistías sucedidos a lo largo de 
los siglos XIX y XX de nuestra historia y que, de pronto son 
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los eslabones de una larga y legalizada cadena de impuni-
dades que, ya avanzado el siglo XXI, se trata de cauterizar 
con unas conversaciones en La Habana.
Saltando ya al siglo XIX, exactamente al 9 de enero de 1813, 
luego de su victoria en la guerra civil contra los federalis-
tas, entre tipos prototipo de la Patria Boba, el centralista 
Precursor Antonio Nariño otorgó una generosa amnistía y 
libertad a todos los vencidos que habían sido hechos prisio-
neros entre los cuales se contaba el novel militar Francisco 
de Paula Santander. No sobra recordar aquí el infame trata-
miento que posteriormente dio Santander, ya siendo presi-
dente, a quien generosamente lo había amnistiado.
El entonces cadete Pedro Alcántara Herrán, en la batalla de 
la Cuchilla del Tambo, fue capturado por el ejército realista, 
suceso que vivió junto a otros líderes importantes del país. 
Condenado a muerte se le cambió la pena por servicio 
obligatorio en el ejército español donde ascendió a Capitán 
en 1821.
Un año más tarde, el 13 de mayo de 1814 Nariño, en su 
campaña del sur contra los españoles, en la localidad de 
Tacines, solo y abandonado se entregó al enemigo esperando 
negociar un armisticio. Éste nunca le fue otorgado y sí, en 
cambio, atado con grilletes, estuvo prisionero en Cartagena 
y en Cádiz. De su larga prisión fue liberado para ser luego 
objeto de la malevolencia del “Hombre de las leyes” a quien 
el Precursor, generosamente, años antes había perdonado.
La Historia Patria -cuya reescritura cada día es más 
urgente- nos cuenta cómo fue de terrible el régimen 
del terror que en la Nueva Granada, durante seis meses, 
impuso el Pacificador Antonio Morillo. Lo que nunca se nos 
ha contado es que ese “régimen del terror” se originó por 
una amnistía.
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En efecto, antes de que en España se diera el triunfo monár-
quico, luego de la derrota de Napoleón, el nuevo gobierno 
español comisionó a Pablo Morillo para que emprendiera 
negociaciones que pusieran término a la guerra de inde-
pendencia en América a condición de que los patriotas ju-
raran la Constitución de Cádiz.
Con ese espíritu, en 1815, al abandonar la isla Margarita, 
antes de emprender la invasión de la Nueva Granada, el 
Pacificador Pablo Morillo perdonó a varios patriotas, entre 
ellos al general Juan Bautista Arismendi. Apenas viajó 
Morillo con dirección a Santa Marta, Arismendi ordenó 
pasar a cuchillo a todos los afectos al sistema realista. Así 
le pagaron a Morillo su generosidad y ello explica por qué 
en la Nueva Granada el Pacificador impuso un verdadero 
régimen del terror.

Sigamos nuestra andadura 

El 6 de diciembre de 1815, tomada Cartagena por Pablo Mo-
rillo, luego de 106 días de sitio, el general español Francis-
co Tomás Morales publicó un bando de amnistía al cual se 
acogieron 400 sobrevivientes de los cuales a unos los hizo 
degollar, a otros los fusiló y otros quedaron prisioneros. En-
tre los fusilados, que se habían acogido a la amnistía, que-
daron quienes hoy conoce la historia como “los 9 mártires 
de Cartagena”. 
Desde Ocaña, el 1° de abril de 1816, dictó Morillo una procla-
ma dirigida a los habitantes del Socorro y Tunja. La mayor 
parte de su contenido estaba dirigido a inspirar el aborre-
cimiento a los franceses en general pero la realidad era que 
se pretendía con el indulto que los patriotas se sublevaran 
contra el general Roergas Serviez. El 24 de abril, todavía 
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en Ocaña, el Pacificador Morillo dictó otro indulto, esta vez 
para favorecer a sargentos, cabos, soldados, empleados ci-
viles en hospitales y ambulancias que sirvieron o hubieran 
servido al gobierno rebelde y que, deponiendo las armas, 
regresaran a los pueblos de sus domicilios.
Marchaba incontenible la tropa pacificadora hacia Santa Fe, 
al mando del coronel Miguel Latorre y Sebastián Calzada, 
antes de ingresar a la capital hizo un alto en la localidad 
de Zipaquirá. Latorre, allanando el camino, y siguiendo el 
ejemplo de Morillo en Ocaña, también dictó un indulto a 
los habitantes de la capital, medida que, vista a distancia, 
solo sirvió para engañar a incrédulos. La diferencia entre 
los dos indultos consistió en que el de Latorre se amplió 
para cobijar a los directores de la revolución. De todas for-
mas el indulto de Latorre fue anulado por Morillo apenas 
llegó a Santa Fe.
Un poco más tarde, en el mismo año de 1816, el joven José 
Hilario López cayó prisionero del ejército realista coman-
dado por Juan Sámano en la conocida batalla de la “Cu-
chilla del Tambo”. Condenado a muerte se salvó al serle 
conmutada la pena a cambio de servir como soldado raso 
en las filas españolas. Una vez liberado e incorporado a 
las filas patriotas, Bolívar lo nombró comandante general 
del Cauca. Las armas las usó contra el propio Libertador.  
El 25 de noviembre de 1820, en la localidad venezolana de 
Santa Ana, el Libertador Bolívar y el Pacificador Morillo 
firman un armisticio por seis meses entre las respectivas 
tropas. El armisticio solo sirvió para que los combatientes 
tomaran aire y las acciones bélicas durarían unos años más. 
El armisticio firmado entre Bolívar y Morillo se rompió en 
enero de 1821 por lo cual las hostilidades bélicas se reini-
ciaron el 28 de abril de ese mismo año. Confrontación que 
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derivó en la batalla de Carabobo que selló la independencia 
de Venezuela.
Avanzando ya hacia el sur del continente la Campa-
ña Libertadora, el 24 de mayo de 1822 el mariscal An-
tonio José de Sucre derrotó a los españoles en Ayacucho, 
en cercanías a Quito, y les ofreció generosa amnistía 
permitiendo que los derrotados viajaran a España sin 
mengua de su dignidad. La amnistía solo sirvió a los 
viajeros combatientes. La población, entre Quito y Pas-
to siguió profesando fidelidad al rey Fernando VII. 
En su marcha hacia el sur, el 2 de enero de 1823, en Pasto, 
Bolívar dicta un decreto de indulto “a quienes lo merecie-
ran” luego de la ocupación militar y castigo de la “infiel 
Pasto”. En la capital de Nariño, al igual que en el departa-
mento, la persona más odiada se llama Simón Bolívar.
En desarrollo de la anterior campaña, el 5 de julio de 1823, 
derrotado en cercanías de la localidad de Ibarra, el líder 
indígena Agustín Agualongo rechazó el indulto que se le 
ofreció si deponía las armas. Prefirió romperlas antes que 
entregarlas.
El 1° de enero de 1827, en Puerto Cabello, Bolívar expidió un 
decreto amnistiando al rebelde militar José Antonio Páez y 
además lo confirmó como jefe civil y militar de Venezuela. 
Esta decisión fue rechazada por el congreso de Colombia 
por instigación de los críticos del Libertador. 
Sin embargo, el 2 de mayo de 1827 ese mismo Congreso 
aprobó la anteriormente rechazada amnistía junto con una 
más que el mismo Libertador había decretado en favor del 
insurrecto coronel José Bustamante quien, encabezando 
un cuerpo expedicionario sito en la localidad peruana de 
El Callao, hizo causa común con los enemigos de su ahora 
benefactor. 
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Para apaciguar a los levantados militares del Batallón 
Callao, el presidente Joaquín Mosquera ofreció amplia 
y motivada amnistía si deponían las armas. El decreto 
respectivo fue redactado por Vicente Azuero pero su texto 
no correspondía al pensamiento del presidente Mosquera 
y levantó indignación entre los favorecidos pues cubría de 
baldón a los amnistiados. 
En el año de 1828, en Bogotá, el magistrado venezolano 
Miguel Peña, en ese entonces presidente de la Corte de 
Justicia, se negó a firmar la sentencia de muerte de su 
compatriota, el coronel Leonardo Infante, condenado 
por el homicidio aleve de un teniente. El magistrado fue 
sancionado por el senado con la suspensión de un año en el 
ejercicio de su cargo. 
Lleno de resentimiento el magistrado Peña se fue para 
Caracas y se convirtió en el inseparable consejero del 
general Páez. La amnistía con que en su momento el 
Libertador absolvió a Páez también cobijó al magistrado 
Peña. No obstante el 2 de abril de 1828, para la instalación 
de la Convención de Ocaña, los santanderistas rechazaron 
la credencial del abogado venezolano por lo que el 
propio Simón Bolívar envió un mensaje a la Convención 
recordándole que el ex magistrado Peña estaba cobijado por 
la amnistía que Bolívar le otorgó a Páez. Fue éste un paso 
más hacia el fracaso de la Convención de Ocaña y el primero 
que conduciría al intento de asesinato del Libertador.
La fracasada pero nefanda noche septembrina, cuando 
se intentó asesinar al Libertador, planeada luego de la 
Convención de Ocaña, ocurrió el 25 de septiembre de 
1828. Al día siguiente un Tribunal Especial creado por el 
sobreviviente Libertador profirió sentencia de muerte para 
varios complotados pero la mayor parte de ellos recibió del 
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propio Libertador, previo el concepto del Consejo de Estado, 
el beneficio del indulto.
Uno de los favorecidos con el indulto de la vida fue el coro-
nel venezolano Pedro Carujo, encargado junto a otros mili-
tares de cometer el asesinato físico del Libertador. 
El día 1° de noviembre de 1828, por delación del amnistiado 
Pedro Carujo, cerca de 25 nuevos conspiradores septembri-
nos, recluidos en el colegio de San Bartolomé, fueron conde-
nados a muerte pero el Libertador conmutó sus penas por 
castigos severos que resultaron ilusorios porque antes de 
dos años, por retiro y muerte del Libertador, todos serían 
nuevamente amnistiados y, gozando de la consiguiente li-
bertad, ellos iniciarían una implacable retaliación contra los 
amigos de su benefactor. 
El 7 de noviembre de 1828 el general Francisco De Paula 
Santander fue condenado a muerte por su participación en 
la conspiración septembrina. Aunque estaba convencido de 
su culpabilidad y de que “la vida de Santander es el pendón 
de las impunidades más escandalosas”, Bolívar le conmutó 
la pena de muerte por la del destierro. 
Más adelante, el 12 de noviembre, mediante decreto, aten-
diendo la recomendación del Consejo de Ministros, Bolívar 
decretó que “cualesquiera presos que se hallen prófugos 
por estar comprometidos en la conspiración del 25 de sep-
tiembre último, gozarán un indulto de su vida, aun cuando 
merezcan la pena capital…”.
Entre los promotores y coautores de la conspiración 
septembrina indultados se hallaban Francisco Soto, Vicente 
Azuero y Florentino González, consejeros de toda la 
confianza del general Santander. 
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Concretamente Florentino González, fue capturado en 
el Socorro y su condena a muerte le fue conmutada por 
diez años de prisión solitaria en el fuerte de Bocachica, en 
Cartagena, y allí permaneció hasta cuando el presidente 
encargado, Domingo Caicedo, ordenó su libertad en 1830. 
Viajó a Europa en donde se intoxicó con las teorías libre-
cambistas inglesas las cuales, años más tarde, trasplantaría 
a Colombia durante la funesta era radical emanada de la 
Convención de Rionegro. 
Otro de sus compañeros de aventura magnicida, Luis 
Vargas Tejada, modernamente exaltado por círculos de 
izquierda, no se le pudo capturar ya que, durante su fuga, 
pereció ahogado en un río de la provincia del Casanare en 
la cual se había ocultado.
Ya en febrero de 1829 el propio Libertador ordenó entregar 
pasaportes (salvoconductos) a todos los que estaban exilia-
dos con ocasión de la conspiración septembrina. Este fue 
uno de los últimos actos administrativos del Libertador 
antes de que se encargara de la presidencia el general Do-
mingo Caicedo, quien interinamente reemplazaría al electo 
general Joaquín Mosquera.
Esta cadena de indultos y amnistías produciría nocivos 
efectos para la vida de la República años más tarde.
Fracasada la Convención de Ocaña, el más tarde indultado 
general Francisco de Paula Santander impartió a sus amigos 
concretas consignas para participar en un levantamiento de 
las provincias contra el gobierno de Bolívar. El llamado fue 
acogido, entre otros, por los coroneles José Hilario López y 
José María Obando, éste último terrible guerrillero del sur 
del país.
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Cuando se enteró del fracasado intento de asesinato el 
Libertador, Obando se levantó en armas contra el gobierno 
de Bogotá y para su accionar subversivo contó con el apoyo 
del presidente del Perú. Luego de varias victorias y fracasos 
militares al frente de sus guerrilleros, Obando finalmente 
debió capitular el 2 de marzo de 1829 mediante el Tratado de 
la Cañada, de Juanambú, firmado por el propio Libertador. 
El 2 de marzo de 1829, mediante dicho Tratado, Bolívar otor-
gó amnistía total a todos los implicados en el levantamiento 
militar que había liderado José María Obando quien perso-
nalmente, un poco más tarde, también fue amnistiado por 
el Libertador y además promovido al generalato por el pro-
pio Bolívar. 
Después de su exitosa misión en el sofocamiento de la in-
surrección de Obando y José Hilario López, el general José 
María Córdova se retiró del ejército y decidió regresar a su 
natal Antioquia. La Historia aún no ha aclarado por qué fue 
que, intempestivamente el “Héroe de Ayacucho” se levantó 
en armas contra el Libertador. 
Con la ayuda de su hermano, el coronel Salvador Córdova, 
inició la rebelión autoproclamándose “Comandante en Jefe 
del Ejército de la Libertad”. Ello fue el 17 de octubre de 
1828. Vencido por un ejército de veteranos comandados por 
el general Daniel Florencio O’Leary, José María Córdova, 
herido y en estado de indefensión, fue villanamente 
asesinado por el irlandés Ruperto Hand.
O’Leary pacificó con magnanimidad a Antioquia y Chocó 
e indultó con generosidad a todos los comprometidos en la 
rebelión. Posteriormente el Libertador perdonó a Salvador 
Córdoba. 
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Desaparecido Simón Bolívar, el 10 de junio de 1831, redacta-
do por Vicente Azuero y presentado por José María Oban-
do, el presidente Domingo Caicedo expidió un decreto 
mediante el cual se restituían a Santander todos sus grados 
y honores militares. El decreto tendió una mano de perdón 
y olvido a todos los involucrados en la conspiración sep-
tembrina.
De otra parte, ya en pleno goce de su indulto el 3 de di-
ciembre de 1831, ya elegido como vicepresidente por los 
exaltados, el general Obando y sus electores y partidarios 
presentaron un decreto, sancionado por el propio Obando, 
en el que se desconocía todo aquello que constituía garantía 
para los afectos a Urdaneta y al Libertador. Así se reinició 
la persecución contra aquellos que eran amigos de sus be-
nefactores. 
Coletazo de la “patria boba” o premonición de los años que 
se le aproximaban al país, fue la conocida “guerra por los 
conventillos de Pasto”. El 5 de septiembre de 1839, para no 
romper la costumbre, el presidente Pedro Alcántara Herrán 
dictó amnistía a los rebeldes en Pasto, que habían sido de-
rrotados militarmente en la batalla de Buesaco, lo que puso 
fin a esa Guerra de claro tinte religioso.
Entre las historias que han hecho historia se halla el ase-
sinato, en Berruecos, del mariscal, y sucesor in pectore del 
Libertador, Antonio José de Sucre. La autoría intelectual de 
ese crimen quedó tatuada en la persona del general José 
María Obando. Ni siquiera el conocido libro De Cruzverde a 
cruzverde del dirigente liberal caucano Antonio José Lemos 
ha podido borrar esa marca.
Sin embargo, para que pudiera acceder a un alto cargo, el 
21 de febrero de 1840 al general Obando y sus rebeldes del 
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Patía les fue decretada una “amnistía general con olvido pa-
triótico” luego de un acuerdo con Pedro Alcántara Herrán.
Curiosamente una amnistía más con indulto añadido 
-es que los tatuajes son indelebles- le fue añadida al ya 
amnistiado general Obando, en esta ocasión luego de la 
guerra de Huilquipamba, por el general Tomás Cipriano de 
Mosquera. Eso fue el 1° de enero de 1849.
Al general Pedro Alcántara Herrán, yerno del general 
Tomás Cipriano de Mosquera, todavía le faltaba expedir una 
amnistía más. Ello ocurrió el 29 de enero de 1842 cuando 
cobijó con dicha medida, más un tratado de paz, a todos los 
insurrectos de la suprema “Guerra de los Supremos”.
El 1° de enero de 1849, sorpresivamente, el impredecible 
Tomás Cipriano de Mosquera concedió “amplia amnistía 
y seguro indulto” a los granadinos de nacimiento 
comprometidos en los trastornos políticos hasta 1842 y a 
los que, posteriormente, hasta el 1° de junio de 1847, hayan 
intentado turbar la paz pública”. El decreto favorecía a su 
enemigo José María Obando, señalado por la muerte de 
Sucre. 
El 2 de octubre de 1851, el general Tomás Herrera, encar-
gado por el gobierno de José Hilario López de sofocar la 
revolución conservadora de 1851, derrotó en Rionegro a las 
fuerzas de Eusebio Borrero, con lo cual puso fin a la insu-
rrección. Ese día expidió un indulto general para los com-
prometidos en el levantamiento excepto a los jefes militares  
Quedaban también cobijados los exceptuados que se sujeta-
ran “a salir de la Nueva Granada”. 
José Hilario López tampoco podía quedarse por fuera 
de la generosa subasta de los perdones y el 2 de octubre 
de 1851 expidió un indulto gubernamental a favor de los 
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comprometidos en las revueltas en Bogotá, Tunja, Tundama, 
Mariquita, Neiva, Buenaventura, Cauca y Pamplona, con 
ocasión de la guerra conservadora de 1851, también en 
defensa de la Iglesia contra los ataques del radicalismo. 
El 4 de febrero de 1853 se decretó completa amnistía a 
todos los comprometidos en los combates de 1851, excepto 
a Manuel Ibáñez, Julio Arboleda, José A. Chávez, Sergio 
Arboleda, Jacinto Córdova y José María Ardila. 
Un año más tarde, el 11 de diciembre de 1854, el Gobierno 
de Tomás Cipriano de Mosquera concedió indulto a los sar-
gentos, cabos y soldados del ejército golpista de José María 
Melo. 
Al año siguiente, el 1° de marzo de 1855, la Gaceta Oficial 
publicó un amplio indulto concedido por el ejecutivo a 
quien hubiese estado involucrado en la dictadura de Melo. 
A algunos cobijados con esta gracia se les obligó a salir del 
territorio por dos o tres años.
Nuevamente, el 1° de enero de 1856, la Gaceta Oficial publicó 
otro indulto, esta vez del vicepresidente Mallarino a favor 
de quienes se había obligado a abandonar el territorio na-
cional. Los indultados regresaron al país a sembrar el terror.
Podría llamarse la atención aquí a que en un corto periodo 
de 20 años fueron firmadas estas seis amnistías e indultos 
lo que, a juicio de analistas, demostraría un fuerte perio-
do de transformación político-social debido a la constante 
tensión entre los ya lejanos pero no desaparecidos ideales 
centralistas y federalistas.
En 1861 el cofundador del Partido Conservador, José 
Eusebio Caro, fue condenado a muerte por Tomás Cipriano 
de Mosquera quien, no obstante, le conmutó la pena por 
diez años de destierro. 
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Mediante un pacto denominado “Esponsión de Manizales” 
(nadie sabe qué significa “esponsión”) el 30 de agosto de 
1860 el Gobierno otorgó a todos los implicados en el levan-
tamiento (contra el Gobierno de Mariano Ospina) una com-
pleta amnistía y se acordó una suspensión por 20 días de 
hostilidades durante el levantamiento liberal de 1860.
Manteniendo Mosquera en prisión en Zipaquirá a los her-
manos Mariano y Pastor Ospina Rodríguez, a quienes ha-
bía ordenado fusilar, les conmutó la pena de muerte por 
prisión en Cartagena. 
En la batalla de Tulcán, el 30 de junio de 1862, Julio 
Arboleda derrotó al invasor presidente ecuatoriano Gabriel 
García Moreno, aprisionándolo con todo su Estado Mayor. 
Arboleda fue muy generoso con los vencidos: liberó a 
García Moreno y su Estado Mayor a cambio de dos tratados 
comerciales que los vencidos nunca cumplieron.
Juan López, uno de los asesinos de Julio Arboleda, fue pues-
to en libertad al saberse que estaba cobijado por el indulto 
general declarado por los triunfadores en el alzamiento de 
Tomás Cipriano de Mosquera. 
Condenado por el Senado el ya derrocado y juzgado general 
Tomás Cipriano de Mosquera, el 1° de noviembre de 1867, 
el presidente Santos Acosta envió al Senado un proyecto de 
indulto al sentenciado. 
En Santander, en 1885, se inició el levantamiento liberal 
armado contra Rafael Núñez. Los dos bandos beligerantes 
en ese estado firmaron un convenio de paz. Lo que no fue 
óbice para que uno de los bandos firmantes, el liberalismo, 
se levantara diez años más tarde contra el Gobierno 
legítimamente constituido. 
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El 15 de marzo de 1895, en Capitanejo, Santander, el general 
Rafael Reyes derrotó a los revolucionarios liberales levanta-
dos ahora contra Miguel Antonio Caro. Reyes fue generoso, 
no hizo prisioneros y expidió salvoconductos a los venci-
dos. La mayoría de ellos, pocos años más tarde, se levanta-
ría contra el gobierno participando en la peor guerra de la 
historia de Colombia: la Guerra de los Mil Días. 
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A la cadena de indultos y amnistías, iniciado ya el siglo XX, 
se le añade un nuevo ingrediente: el perdón de la pena por 
buena conducta. Ello ocurrió en 1908 con autor del “crimen 
del Aguacatal”, primera masacre del nuevo siglo.
El 30 de diciembre de 1930, en la cálida población santande-
reana de Capitanejo, a la orilla del río Chicamocha, sorpre-
sivamente fueron asesinados 14 campesinos conservadores. 
Fue esa la señal de partida de la violencia política que, ya 
avanzado el siglo XXI, aún continúa aunque con otro rostro. 
La investigación la iniciaron los victimarios y fue así como 
“en Capitanejo nació la violencia y en Capitanejo nació la 
impunidad”.
El 10 de julio de 1944 se intentó un folclórico golpe de 
Estado contra el en ese momento ya tambaleante presidente 
Alfonso López Pumarejo. En ello estuvieron involucrados 
militares quienes justamente diez años más tarde serían 
cobijados por una amnistía dictada por el presidente de 
facto, Gustavo Rojas Pinilla.
Como el sello de la Bestia, la fecha del 9 de abril de 1948 
marcó a Colombia para siempre. Ese viernes, luego del 
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asesinato del jefe liberal Jorge Eliécer Gaitán, las furias del 
Averno se extendieron a lo largo y ancho de la geografía 
patria pero en especial en Bogotá.
Las más bajas pasiones estallaron ese día: incendios, sa-
queos, asaltos, profanaciones, asesinatos, borracheras a pico 
de botella. Todos los pecados –mortales y veniales– guiados 
por la tea de la ira fueron el telón de fondo de quienes ese 
día vieron la oportunidad para derribar al gobierno legíti-
mamente constituido.
No lo consiguieron. No obstante lo cual el 10 de diciembre 
de 1948 el Congreso de la República, de mayoría liberal, 
promulgó la Ley 82 que concedía amnistía “a los procesados 
y condenados por delitos contra el régimen constitucional y 
contra la seguridad interior del Estado –rebelión-sedición, 
asonada– cometidos con ocasión de los sucesos del 9 de 
abril…”.
Los indultados se regaron por los campos a continuar con 
sus fechorías. El salvajismo le añadió un estremecedor in-
grediente a la violencia que desde 1930 azotaba al país.
También en 1950, con motivo del Año Santo y como home-
naje al catolicismo, el Gobierno concedió una rebaja parcial 
de penas para quienes fueran juzgados o estuvieran conde-
nados por delitos comunes. La delincuencia reclamaba su 
parte del pastel.
Pero el país también se preparaba para una nueva fase de 
la violencia. Un contingente militar fue enviado a Corea, 
a pedido de Naciones Unidas y, cuando regresó al país, 
años más tarde, la estrategia y la táctica para enfrentar a los 
violentos cambiarían de rumbo.
En julio de 1951, comités izquierdistas de autodefensas ya 
añadían más fuego a la hoguera del terror protagonizado 



23

AMNISTÍAS, INDULTOS Y PERDONES

por guerrillas liberales y comunistas que para esa época ya 
buscan integrarse en un solo frente.
La violencia liberal-conservadora, iniciada en 1930, cam-
bia el rostro de ese basilisco que, al decir del ex presidente 
Laureano Gómez era un animal monstruoso que en nuestro 
país “camina con pies de confusión y de ingenuidad, con 
piernas de atropello y de violencia, con un inmenso estó-
mago oligárquico, con pecho de ira, brazos masónicos y con 
una pequeña, diminuta cabeza comunista, pero la cabeza”.
En la Hacienda Buenavista, de la familia Crane, latifundis-
tas cafeteros de origen norteamericano, en Viotá, región del 
Tequendama, se firmó un armisticio entre representantes 
de las Fuerzas Armadas, mediadores latifundistas y dele-
gados de los comités de autodefensa y dos miembros de co-
mité central del partido comunista. Por retiro de las tropas, 
resultado de ese armisticio fue por lo que Viotá se convirtió 
en un “santuario de las guerrillas comunistas”. 
Las guerrillas liberales, orientadas, animadas y solivianta-
das por muy altos dirigentes de esa corriente política ha-
bían quedado abandonadas. Sus patrocinadores hicieron 
“mutis por el foro” y se produjo la ruptura entre los propios 
guerrilleros quienes comenzaron a manejar criterios de au-
tonomía y se dieron formas de legislación y autogobierno 
propios.
Los hacendados liberales en los Llanos, principales 
sostenedores económicos de las guerrillas contra el 
Gobierno, dieron un viraje de 180 grados: no solo se 
voltearon sino que comenzaron la persecución de sus hasta 
entonces patrocinados, quienes además comenzaron a ser 
señalados como “bandoleros” desde las filas de su propio 
partido (Declaración de Sogamoso, 1952).
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Los principales focos que continuaron su resistencia arma-
da materializaron un proyecto de coordinación nacional en 
la que se llamó “Primera Conferencia Nacional del Movi-
miento Popular de Liberación” que se llevó a cabo en agosto 
de 1952 (Conferencia de Boyacá). 
El cambio de correlación de fuerzas se produce a comienzos 
de 1953 cuando, por lo menos en los Llanos, el movimiento 
guerrillero pasa a la ofensiva. Precisamente el día de Año 
Nuevo de ese año es atacada la principal base aérea del país, 
en Palanquero. El proceso se notaba muy embrionario pero 
dejaba ver una amenazante posibilidad.
Entre 1952 y 1953 se dio el rompimiento entre guerrilleros 
liberales. Fue el momento en el que comunismo inició su 
labor de zapa regalándole libritos de política comunista a 
los guerrilleros.
El sábado 13 de junio de 1953 el militar Gustavo Rojas 
Pinilla lideró el único golpe de Estado en Colombia durante 
el siglo XX. Un mes más tarde, el 21 de agosto, el Gobierno 
de facto expidió el Decreto 2184 a favor, exclusivamente, de 
los militares procesados o condenados como cómplices de 
delitos contra el régimen constitucional y seguridad interior 
del Estado –rebelión, sedición, asonada– y delitos conexos 
durante el fallido golpe militar del 10 de julio de 1944 contra 
el presidente Alfonso López Pumarejo. 
El 8 y 9 de junio de 1954 se produce una matanza de estu-
diantes en las calles bogotanas. La dirigencia política, casi 
en su totalidad ofrece respaldo al militar Rojas Pinilla con 
ocasión de tales muertes.
13 de junio de 1954, mediante el Decreto-ley 1823, y para 
conmemorar el primer año de su ascenso al poder, el mili-
tar Rojas Pinilla otorgó amnistía para delitos políticos y una 
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rebaja de penas por delitos comunes cometidos con anterio-
ridad al 1° de enero de 1954. Condición: entregar las armas. 
El 8 de julio de 1954, exactamente un mes después de la ma-
sacre estudiantil del 8 y 9 de junio en pleno centro de Bogo-
tá, entraron a regir simultáneamente los decretos-leyes 1823 
y 2062 mediante los cuales se concedió la amnistía e indulto 
a quienes cometieron delitos contra el Estado.
Los propósitos se encuentran establecidos en el artículo 1° 
del decreto 1823: “Concédese amnistía para los delitos po-
líticos cometidos con anterioridad al primero de enero del 
presente año”. Se entendía aquí por “ ‘delitos políticos’, a to-
dos aquellos cometidos por nacionales colombianos cuyo 
móvil haya sido el ataque al gobierno o que puedan expli-
carse por extralimitación en el apoyo o adhesión a éste, o 
por aversión o sectarismo políticos…”.
Como consecuencia de la aplicación de esta ley, efectiva-
mente recobraron la libertad muchos de los guerrilleros 
presos. Igual ocurrió con los miembros de los embrionarios 
grupos paramilitares de la época. Al único que no le cobijó 
la amnistía fue al jefe guerrillero liberal Dumar Aljure. ¿La 
razón?: él era un desertor. 
El Gobierno militar de Rojas Pinilla, quien con una desmo-
vilización “transportada” intentó acabar con la violencia, 
debió enfrentar militarmente, en 1955, a las guerrillas co-
munistas incrustadas en la región de Villarica. En esta gue-
rra, posiblemente la más grande después de la de los Mil 
Días, comenzó a germinar, con acompañamiento comunis-
ta, la guerrilla de las Farc.
A consecuencia de un paro nacional, el 10 de mayo de 1957 
cayó Rojas Pinilla. Un mes después, el 11 de junio de 1957, el 
Gobierno de la Junta Militar que lo sucedió firmó un “Pacto 
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de paz”, en Granada (Meta), con la guerrilla comunista. 
Ésta, entre otros, pidió amnistía para perseguidos políticos. 
En el interregno entre la caída del Gobierno de Rojas Pinilla 
y el comienzo del Frente Nacional, la guerrilla liberal siem-
pre pensó que su misión era la toma del poder para instalar 
en el solio presidencial a Carlos Lleras Restrepo. Así lo con-
firmó el jefe guerrillero Rosendo Colmenares.
Para iniciar el período del Frente Nacional –o Frente Civil, 
como se conoció originalmente– acordado por los partidos 
Liberal y Conservador, fue lanzada la candidatura presi-
dencial de Alberto Lleras. Entre los objetivos buscados por 
el Partido Comunista Colombiano, al apoyar dicha candi-
datura, se hallaba la libertad para los presos políticos y am-
nistía para los alzados en armas. 
Con la posesión de Alberto Lleras (1958-1962) se inició el 
Frente Nacional promovido con el ánimo de frenar la vio-
lencia partidista.
Durante el Gobierno de este primer presidente del Frente 
Nacional se dictó el Decreto-ley 328 del 28 de noviembre 
de 1958, mediante el cual se buscó facilitar la solución a la 
lucha armada, en particular en los departamentos en donde 
subsistían problemas de orden público y se encontraban en 
“estado de sitio” como Caldas, Cauca, Huila, Tolima y Valle 
del Cauca, pero con serias condiciones para acogerse a di-
cha amnistía.
Posteriormente el propio presidente Alberto Lleras aclaró 
que “el gobierno no quiso hacer una amnistía… solo fue una 
medida de orden público… aquí no hay perdón ni olvido...”. 
Pero el mes de abril de 1961 se realizó la Primera Confe-
rencia de autodefensa, en Marquetalia, con una delegación 
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del Partido Comunista. Conclusiones: “creación de grupos 
guerrilleros ultramóviles clandestinos”.
Esta amnistía de 1958 marca ya el comienzo de la definitiva 
división entre las guerrillas liberales. Abiertamente 
Guadalupe Salcedo comenzó a amenazar a sus ex 
compañeros que no entregaran las armas. 
Forzoso es anotar, ahora, que como segundo presidente del 
Frente Nacional asumió el poeta payanés Guillermo León 
Valencia (1962-1966) quien, en su momento, fue calificado 
como “el presidente de la paz” aunque durante su mandato 
nacieron oficialmente las guerrillas del ELN y las Farc.
Y las “repúblicas independientes” denunciadas por el 
senador Álvaro Gómez fueron destruidas pero la mayoría 
de sus integrantes huyó y construyó nuevos santuarios.
Pero también fue esta la época en que connotados jefes de 
la ahora antigua guerrilla liberal viajaron a China “a apren-
der de la guerra”. Para que aprendieran instrucción militar, 
Mao Tse Tung les enseñó instrucción militar. Los chinos les 
ofrecieron además centenares de fusiles “tomados al Bata-
llón Colombia” en Corea. Otro líder oriental quien les dio 
ánimo para la guerra fue Ho Chi Minh. 
Y se produjo luego la Proclama del 20 de julio de 1964. Los 
ex liberales anunciaron: "Desde hoy somos un movimiento 
guerrillero… invitamos a la gran lucha revolucionaria 
y patriótica por una Colombia para los colombianos". 
Apareció aquí, por primera vez en público, la firma de 
Manuel Marulanda Vélez. 
Como tercer presidente del Frente Nacional asumió el eco-
nomista Carlos Lleras Restrepo (1966-1970) quien, en una 
oportunidad, estuvo a punto de ser asesinado en las insta-
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laciones de la Universidad Nacional. El 15 de noviembre de 
1967 su Gobierno expidió el Decreto 2090 por el cual con-
cedía los beneficios de una amnistía para los delitos per-
petrados en la Universidad Nacional durante los meses de 
octubre de 1966 a junio de 1967, concretamente por los deli-
tos de asonada y conexos tanto para particulares como para 
miembros de la fuerza pública. 
Fue una época muy agitada en el ámbito de la universidad 
pública de donde varios de sus más connotados estudian-
tes salieron de las aulas para ingresar a las filas del ELN, 
siguiendo el ejemplo del abatido cura guerrillero Camilo 
Torres. Fueron las universidades Nacional e Industrial de 
Santander las mejores proveedoras de intelectuales a las fi-
las de fatutos campesinos. Jaime Arenas Reyes, Julio César 
Cortés, Ricardo Lara Parada, por solo nombrar los más em-
blemáticos, pagaron con su vida su intentona guerrillera. 
La antigua guerrilla liberal que, mediante las armas diez 
años atrás buscó instalarlo en el poder, fue a conversar con 
Lleras Restrepo. “Yo con violentos no hablo y nos tiró la 
puerta en la cara. Pensar que nosotros habíamos hecho la 
guerra para llevarlo a él al poder. Entonces empezamos de 
nuevo la guerra”. La dura sentencia es del antiguo coman-
dante de la guerrilla llanera Rosendo Colmenares. 
En agosto de 1968, con ocasión de la visita a Colombia del 
Papa Paulo VI y del Congreso Eucarístico Internacional, 
el Gobierno de Carlos Lleras concedió rebajas parciales 
de penas. Algo similar ocurriría en 1986 con motivo de la 
visita del papa Juan Pablo II, siendo presidente de Colombia 
Belisario Betancur.
Como sucesor de Lleras Restrepo, y como último presidente 
del Frente Nacional, en controvertidos comicios, fue elegi-
do el abogado Misael Pastrana Borrero (1970-1974). El 6 de 
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agosto de 1971, un año después de haber asumido el poder 
el último presidente del Frente Nacional, Misael Pastrana 
Borrero, luego de la violenta ocupación de las instalaciones 
de Ecopetrol por parte de militantes comunistas de la USO 
(Unión Sindical Obrera) presentó al Congreso un proyecto 
de amnistía que fue aprobado por lo cual los implicados 
quedaron en libertad. 
Finalizando el Gobierno de Misael Pastrana que surgió en 
el país, en 1974, la primera guerrilla de carácter urbano, el 
M-19.
En 1974 los comandantes del ELN, salvados de su extermi-
nio gracias a una orden del presidente de entonces, Alfonso 
López Michelsen (1974-1978), estaban dispuestos a iniciar 
conversaciones con el Gobierno pero exigiendo la promul-
gación de una ley de indulto. 
La historia de amnistías e indultos había dejado ya una en-
señanza.
Como sucesor de López, quien gobernó bajo el lema del 
“Mandato claro”, por muy estrecho margen fue electo el di-
rigente político liberal Julio César Turbay Ayala (1978-1982).
Conviene anotar aquí que, seis meses después de su 
posesión, el 1° de enero de 1979, la guerrilla urbana del M-19 
“estrenó” al presidente Turbay con la “Operación Ballena 
Azul”, mediante la cual incursionó en el propio corazón del 
estamento militar robándose 5.000 armas del Cantón Norte, 
en Bogotá, lo que traería posteriores consecuencias en la 
feria de indultos y amnistías.
Iniciada la década de los ochenta un virus mortal entra 
al escenario de violencia con un inusitado poder de 
destrucción: el narcotráfico. Y este elemento le dio un nuevo 
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giro al escenario de amnistías, indultos y perdones. De 
ahora en adelante, cual si de ácido nítrico se tratase, todo lo 
que toque el narcotráfico lo convertirá en escoria, la misma 
guerrilla incluida.
No fue por generación espontánea que apareció ese 
fenómeno. Larvadamente, con la cómplice mirada de 
la sociedad, comenzó a manifestarse externamente a 
finales de la administración del presidente Guillermo 
León Valencia. Éste, en emotiva ceremonia, en el campo 
sagrado de la Escuela Militar, condecoró con la Cruz de 
Boyacá al sargento Evelio Buitrago Salazar (a. Zarpazo), 
por su brillante actuación contra grupos de sanguinarios 
bandoleros y emergentes guerrilleros. Muy pocos años 
después el laureado suboficial del ejército caía abatido por 
las armas oficiales a causa de su vinculación a la naciente 
empresa de las drogas ilícitas.
En febrero de 1980, la “guerrilla pachanguera” del M-19, 
orientada en sus inicios por un alto funcionario de El Tiem-
po, en espectacular acción se tomó por asalto la embajada de 
la República Dominicana. 
Una de las condiciones para liberar a los rehenes diplomá-
ticos fue que el Gobierno otorgara amnistía incondicional 
a los presos políticos de todas las organizaciones subversi-
vas. No lo consiguieron pero desalojaron la sede diplomá-
tica llevándose consigo a Cuba a un grupo de sus rehenes 
y una bolsa con un millón de dólares. Esto traería funestas 
consecuencias años más tarde.
Posteriormente, el 23 de julio de 1980, el Gobierno del pre-
sidente Julio César Turbay de quien se burló ad infinitum la 
conocida guerrilla urbana, presentó al Congreso un proyec-
to de amnistía por delitos políticos a los grupos insurgen-
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tes. La amnistía, sin embargo, no sería incondicional pues 
dependería de qué definición se le diera en el momento al 
término “delito político”. 
Alterno al anterior, el Congreso Nacional propuso un pro-
yecto de amnistía incondicional para todos los incursos en 
delitos políticos, incluso para quienes se encontrasen en el 
exterior. Otro proyecto más ofrecía amnistía por los delitos 
de rebelión, sedición o asonada y los conexos como secues-
tro, extorsión, etc.
Palabras más, palabras menos, era la feria de las amnistías.
Otra amnistía más se decretó, también durante la adminis-
tración Turbay. El 23 de marzo de 1981 se aprobó la Ley 37 
por medio de la cual se concedía amnistía por delitos po-
líticos, pero esta vez en términos muy concretos. El M-19, 
las Farc y el ELN rechazaron de inmediato dicha amnistía. 
Parte de ésta sería declarada inconstitucional por la Corte 
Suprema de Justicia.
A seis meses de concluir su mandato, el 19 de febrero de 
1982, mediante el Decreto-Ley 474, el Gobierno de Turbay 
ofreció 30 días de suspensión de actividades militares con 
el objeto de dar amnistía a quienes se desmovilizaran. De 
inmediato los grupos guerrilleros le “regalaron sus 30 días”. 
Es que el exceso de oferta devalúa lo ofrecido.
En el “interim”, entre el 20 de julio y el 7 de agosto de 
1982, fueron presentados al Congreso tres proyectos más 
de amnistía de los cuales el presidente entrante, Belisario 
Betancur, escogió el elaborado por Gerardo Molina al que, 
introduciéndole algunas modificaciones, presentó como 
propio.
La administración del presidente Belisario Betancur (1982-
1986), para bien o para mal, marcó un quiebre en la cadena 
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de amnistías, indultos y perdones que se inició con la ya 
entonces legendaria “Marcha de los comuneros”.
A partir de ahora a la interminable cadena de indultos, am-
nistías y perdones se le añadió un nuevo eslabón: las con-
versaciones e intentos de paz con los alzados en armas. Es 
que en este momento ya no solo son uno o dos los grupos 
levantados contra el Estado sino varios. Y con todos ellos el 
“Presidente poeta” intentó conversaciones tendientes a con-
seguir la paz “para que no se derramara una sola gota más 
de sangre de colombianos en el territorio nacional”.
A las Farc les propuso la creación de una nueva organiza-
ción pacífica que permitiera la progresiva inserción de los 
alzados en armas a la sociedad civil. Nació así el conocido 
acuerdo de La Uribe.
Con el M-19 y el EPL se acordaron diálogos para un nuevo 
pacto social y político que debía desembocar en una 
Asamblea Nacional Constituyente. Sin embargo, ninguno 
de ellos dio frutos.
Un mes más tarde del inicio de la administración Betancur, 
el 16 de septiembre de 1982, en una entrevista con el senador 
Germán Bula, Jaime Bateman (folclórico fundador y líder 
del M-19) dio un rotundo SÍ a la amnistía. Pero ese mismo 
día realizó un sangriento asalto a la población de Chía. 
Sin embargo, la amnistía por la que desde la toma de la 
embajada de República Dominicana había luchado ahora, 
cuando la alcanzaba, perdía todo su valor para el M-19 ar-
gumentando que ella “era un acto unilateral del Gobierno”. 
El 19 de noviembre de 1982 el Congreso le entregó al Go-
bierno, para su aprobación, la ley de amnistía que él mis-
mo había presentado y que al día siguiente fue sancionada 
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como la Ley 35 de 1982. En ella se otorgaba perdón y olvido, 
incondicionalmente, para todos los alzados en armas. 
Con esta otorgada amnistía, a comienzos de 1983, todos los 
presos políticos del M-19, su plana mayor, recobraron su li-
bertad. 
El 30 de enero de 1983, en Colombia, Huila, el Estado Mayor 
de las Farc expresó su satisfacción con la resolución del Pre-
sidente Betancur de crear condiciones para una amnistía 
que consolidara y prolongara la paz entre los colombianos. 
Sin embargo, en concordancia con lo que habían planeado 
en su Séptima Conferencia, las Farc ratificaron que no se 
desmovilizarían “ni ahora ni después”. Esta posición po-
dría explicarse por las decepciones sufridas con las amnis-
tías de 1953 y 1958. 
Por su parte, los grupos guerrilleros del EPL, ADO y 
ELN dieron un NO categórico al mencionado proyecto de 
amnistía.
No obstante los beneficios de la amnistía, a comienzos de 
1983 terroristas de izquierda y de derecha rechazaron toda 
posibilidad de tregua. Es que partir de ese año no se habla-
ba sino del fracaso de la amnistía y de la paz. La mayoría 
de los amnistiados había retornado a la lucha armada, “los 
guerrilleros le ‘pusieron conejo’ a Belisario”. 
Realistas y sagaces las Farc iniciaron, más que discretamen-
te, conversaciones en Colombia (Huila) con la comisión de 
paz creada por el Gobierno. Y el 5 de julio de 1983, argu-
mentando no estar derrotadas y tener capacidad de nego-
ciación, anunciaron una fórmula de cese al fuego, tregua y 
paz. Uno de los puntos presentados por la guerrilla preveía 
“actualizar la ley de amnistía”. 
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Las fuerzas armadas aprovecharon la circunstancia para 
considerar cerrado el capítulo de la paz. El presidente 
Betancur pareció respaldarlas cuando, refiriéndose a la 
amnistía expresó: “de aquí no paso”. Y el 19 de abril de 1983, 
décimo aniversario de su creación, el M-19 hizo pública una 
nueva declaración de guerra “para corregir las desviaciones 
producidas por el espejismo de la amnistía”.
En ese orden de ideas, en mayo de 1984 el M-19 inició una 
serie de ataques terroristas contra el ejército bajo la consig-
na “La amnistía no es la paz”. 
A finales de ese año el ministro de defensa nacional, ge-
neral Fernando Landazábal, proclamó que “la amnistía 
pertenece al pasado… pidieron amnistía pero ellos lo que 
quieren es llegar al sillón presidencial y allá no llegarán”. 
Antes de diciembre de 1983, en plena selva, las Farc convo-
caron una rueda de prensa para anunciar su decisión unila-
teral de aceptar el cese al fuego, firmar la tregua y entrar a 
discutir las bases para la creación de un movimiento legal. 
Las Farc parecían dispuestas a callar sus armas si el Gobier-
no les garantizaba su legalización.
En enero de 1984 el ministro de Defensa, Fernando 
Landazábal Reyes, en oposición a las negociaciones con los 
guerrilleros que adelantaba el presidente Betancur, anunció 
que no habría cese al fuego y enfatizó que “la amnistía le 
concedía un espacio sicológico y político a una guerrilla 
que prefería seguir beneficiándose del tráfico de coca…”. 
El 28 de marzo de 1984, en La Uribe, las Farc firmaron 
un acuerdo de tregua de varios puntos, uno de los cuales 
pedía le elección popular de alcaldes y “promover la 
fraternidad democrática que requiere el perdón y olvido 
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y el mejoramiento económico, político y social de todo el 
pueblo colombiano”.
Una Comisión de Verificación, creada por el Gobierno el 30 
de mayo de 1984, solo pudo reunirse con las Farc en Casa 
Verde el 6 de octubre del mencionado año. Se pactó iniciar 
un período de tregua de un año a partir del 1° de diciembre. 
El general Miguel Vega Uribe, nombrado nuevo ministro de 
Defensa, siendo antes comandante general de las Fuerzas 
Militares había expresado, en larga circular enviada a todos 
los cuarteles entre otros puntos que “cualquier miembro 
de un grupo subversivo que haga público ante autoridad 
competente su deseo de acogerse a los beneficios de la Ley 
de Amnistía, debe ser ampliamente investigado por el Es-
tado… Las Fuerzas militares, independientemente del cese 
al fuego o del período de tregua, capturarán y pondrán a 
órdenes de la autoridad judicial competente elementos de 
las organizaciones subversivas de quienes se tenga eviden-
cia de haber participado en delitos no amparados por la Ley 
de Amnistía o cometidos con posterioridad a ella”.
Pese a la posición de los militares continuaron unas 
reuniones de ambientación y preparación de un acuerdo 
con el M-19. Con este fin y el de coordinar el futuro diálogo 
nacional se instaló el 24 de julio de 1984 una nueva Comisión 
de Negociación y Diálogo con la cual, finalmente el M-19 
aceptó dialogar respaldándose en sus actos de guerra y en 
su alianza con el EPL que había abandonado su posición 
negativa frente a la amnistía. Cuando se dirigía a firmar el 
Acuerdo, Carlos Pizarro fue emboscado por la policía. Se 
hizo correr el cuento de que lo habían matado y el acuerdo 
estuvo roto por algunas horas hasta que se desmintió el 
rumor.
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Otras guerrillas “menores” ‒ELN, ADO, EPL‒ que en un 
comienzo se habían mostrado hostiles a la amnistía termi-
naron allanándose a lo firmado no solo por el M-19 sino 
también a lo hecho en el mismo sentido por las Farc.
Los partidos Liberal y Conservador no aceptaron los com-
promisos del Gobierno con las guerrillas opinando que eso 
era una trampa pues para ellos la paz no podía ir más allá 
de la concesión de los beneficios de la amnistía. 
El 13 de mayo de 1985, ante el derribo de un helicóptero mi-
litar, el Gobierno suspendió las conversaciones con el M-19. 
La Comisión de Verificación demostró que la masacre de 
los tripulantes del aparato nunca existió. Fue un invento pe-
riodístico para acabar con el proceso.
En un agónico esfuerzo por salvar el proceso de paz, el Go-
bierno presentó un proyecto de ley de indulto que cubriera 
no solo a quienes por cualquier razón no habían sido bene-
ficiarios por las amnistías de 1982 sino también a quienes 
a partir del 21 de noviembre de ese año hubieran cometido 
delitos políticos o conexos.
El 4 de junio de 1985 el Congreso Nacional aprobó la ley de 
indulto N° 40 mediante la cual se autorizó al Presidente de 
la República para que concediera indultos a los condenados 
mediante sentencia ejecutoriada por los delitos de rebelión, 
sedición y asonada. Indulto extensible a los delitos conexos 
con los anteriores.
En cuanto a la extensión de la amnistía anterior se dispuso 
la cesación de procedimiento en beneficio de quienes, 
antes del 1° de marzo de 1985, hubiesen cometido algunos 
de los delitos referidos anteriormente con las excepciones 
establecidas.
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Pero en ese mismo año de 1985 se rompió la “tregua arma-
da” que el Gobierno de Betancur había pactado con las Farc, 
el M-19 y el EPL. Así se reiniciaron, a nivel nacional, los 
combates y las acciones de los alzados en armas.
Con mucha anterioridad la guerrilla urbana del M-19 ya 
había propuesto a la administración Betancur celebrar una 
reunión en Panamá con el propósito de adelantar diálogos 
que permitieran solucionar el conflicto. Sin embargo, secto-
res opuestos a los acuerdos sabotearon las conversaciones. 
El acuerdo fracasó y en retaliación el M-19 anunció la reali-
zación de una “operación que asombraría al mundo”. 
El 6 de noviembre de 1985, con la “Operación Antonio 
Nariño por los derechos del hombre” el M-19 intentó juzgar 
al presidente Betancur. Resultado: el holocausto del Palacio 
de Justicia. Los asaltantes, fuera de su intención de juzgar 
al Presidente de la República anunciaron la creación del 
“nuevo Gobierno”.
En 1986 el gobierno de Virgilio Barco Vargas (1986-1990) in-
tentó firmar con las Farc un protocolo de paz que no pro-
gresó. Por eso las Farc, el ELN, el M-19, el EPL, el PRT, y 
el movimiento Quintín Lame, crearon la Coordinadora Na-
cional Guerrillera "Simón Bolívar".
Cuatro candidatos presidenciales ‒Jaime Pardo, Bernardo 
Jaramillo, Carlos Pizarro y Luis Carlos Galán‒ fueron ase-
sinados en este período. Y uno más, Álvaro Gómez, fue se-
cuestrado.
El narcotráfico, con Pablo Escobar a la cabeza, añadía el 
súmmum del horror al conflicto con los alzados en armas. 
Con actos de salvajismo esta organización también buscaría 
su pedazo de la torta de las amnistías.
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Ya casi finalizando la administración Barco, el M-19 se se-
paró de sus socios de la Coordinadora Guerrillera Simón 
Bolívar y aceptó las condiciones del gobierno Barco en espe-
cial en lo relativo al cese unilateral del fuego. Fue así como 
se logró firmar un acuerdo de paz y reinserción, amnistía e 
indultos con el M-19. 
Dos semanas después de la entrega de armas por parte 
del M-19, el 28 de abril de 1990, su candidato presidencial, 
Carlos Pizarro, fue muerto dentro de un avión. 
Para enfrentar esta nueva situación el Gobierno –calcando 
lo ocurrido durante el mandato Betancur– comenzó a am-
bientar una nueva estrategia de paz cuya columna vertebral 
era un proyecto que entre sus numerosos puntos preveía un 
proyecto de ley sobre amnistía, otorgar un indulto y levan-
tar el Estado de sitio. 
En desarrollo de su estrategia la administración Barco había 
presentado al Congreso, el 15 de noviembre de 1989, un 
proyecto de ley de indulto que beneficiaba “solo a aquellos 
miembros de grupos insurgentes involucrados en el 
proceso de paz”. El Congreso intentó modificar el proyecto 
introduciéndole el “perdón judicial” a miembros de 
organizaciones delincuenciales tales como narcotraficantes 
y terroristas. Este “añadido” hundió el proyecto.
Cuando ya el proceso de paz de Barco parecía condenado 
al fracaso, el M-19 (que ya había secuestrado y liberado al 
jefe conservador Álvaro Gómez) dio un viraje convenci-
do de que ese proceso de paz era irreversible. El Gobierno 
respondió reglamentando la Ley de Indulto 77 de 1989, en 
enero de 1990. Las urnas le dieron significativo aval a los 
guerrilleros urbanos.
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El Gobierno de César Gaviria Trujillo (1990-1994), apenas 
dos semanas después de haber asumido el poder, exacta-
mente el 16 de agosto de 1990, entró en contactos con el EPL 
que aceptó concentrarse en tres sitios determinados y hacer 
cese al fuego. 
Este intento fracasó en un principio a causa de la arreme-
tida de los paramilitares por lo cual el EPL se reintegró a 
la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar. Reiniciadas las 
conversaciones, luego de una semana de contactos se logró 
un acuerdo que más tarde, el 15 de febrero de 1991, fue adi-
cionado con otro más extenso que desembocó en un proce-
so de negociación que, al cabo de nueve meses, fue firmado 
por todos. Se convino, como resumen de todo, crear la Co-
misión para la Superación de la violencia con la participa-
ción de todos los colombianos. 
El PRT, una disidencia del EPL, por su lado, firmó un acuer-
do de desmovilización el 26 de enero de 1991. Con esta 
firma la agrupación guerrillera logró cupo en la ya anun-
ciada Asamblea Constituyente. Algo similar ocurrió con la 
agrupación Quintín Lame que el 30 de marzo de 1991 se 
comprometió a la dejación de las armas. También se hizo 
merecedora a un cupo en la Constituyente.
Con la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar el Gobierno 
de Gaviria inició una serie de accidentadas reuniones con 
miras a lograr lo que ya se había alcanzado con otros gru-
pos guerrilleros. Pero es que negociar con las Farc, núcleo 
central de la Coordinadora, era muy distinto a alcanzar la 
paz con el M-19.
El 2 de mayo de 1992 las conversaciones ‒que ya se habían 
desarrollado en su mayoría en Tlaxcala (Méjico)‒ entraron 
en receso. Y tres días más tarde dicha Coordinadora inició 
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una serie de actos terroristas en todo el país por lo que las 
negociaciones quedaron rotas.
El 18 de mayo “Tiro Fijo”, máximo jefe de las Farc, anunció 
una ofensiva total contra el Gobierno.
El Gobierno de César Gaviria Trujillo (1990-1994) inició diá-
logos con la llamada Coordinadora Guerrillera, en la cual 
había representación de las Farc, el ELN y el EPL. Esto ya 
bajo el régimen de una nueva Constitución, la de 1991 que 
reemplazó a la centenaria de 1886. Pero en mayo de 1992 se 
cayeron esas negociaciones tras el secuestro y muerte del ex 
ministro Argelino Durán Quintero. 
Las negociaciones se hicieron en tres rondas en Cravo Nor-
te (Arauca), Caracas (Venezuela) y Tlaxcala (México). 
Durante el mandato de Ernesto Samper Pizano (1994-1998), 
en un hecho político que sacudió al país y que fue conocido 
como “el complot” el ex designado Juan Manuel Santos co-
menzó reuniones con líderes de las Farc en Costa Rica, más 
exactamente con Raúl Reyes y su compañera Olga Marín. 
Fue ese el primer paso en busca de disputarle la candida-
tura presidencial a Horacio Serpa. Posteriormente continuó 
con más contactos con las Farc en su mira a llegar al solio de 
Bolívar. De ellos salió el “diseño y concepción” de una zona 
desmilitarizada para llevar a cabo los diálogos. Su “ayuda 
de campo” fue el ex ministro Álvaro Leyva. No lo lograría 
en ese entonces sino solo años más tarde. Esa era su carta 
tapada.
Siendo candidato a la presidencia de la República, Andrés 
Pastrana (1998-2002) se reunió con el máximo líder de las 
Farc . Días más tarde anunció su voluntad de despejar va-
rios municipios para iniciar un proceso de paz con las Farc.
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Ya posesionado como sucesor de Ernesto Samper, el 14 de 
octubre de 1998, estableció la conocida zona de distensión 
del Caguán, le reconoció estatus político a las Farc y pidió la 
suspensión de las órdenes de captura los jefes guerrilleros 
designados como voceros.
El establecimiento de la hoy denostada “zona de distensión” 
le añadió un nuevo y desconocido elemento a las adversas 
relaciones entre el Estado y la guerrilla. Ésta, naturalmente 
no iba a desaprovechar el manjar no pedido pero que se le 
ofrecía en verdadera bandeja de plata. Todo lo que suceda 
de ahora en adelante será completamente distinto.
El 7 de enero, con la asistencia del presidente Andrés Pastrana, 
se instaló la mesa de negociación en la ”zona de distensión” 
tras una ceremonia en el municipio de San Vicente del 
Caguán, a la que no acudió el jefe de las Farc Manuel 
Marulanda Vélez. Sorprendentemente se conoció más tarde 
que “Tirofijo” no llegó a la cita porque su presencia allí 
“enviaría el mensaje equivocado de que la paz estaba cerca. 
Vinieron semanas y meses de tormentosos encuentros, de 
publicitados paseos por Europa, de estremecedores secues-
tros, de visitas de toda la alta dirigencia del país a la zona 
de distensión, de palmaditas en el hombro de gobiernos y 
ONG extranjeras apoyando el proceso hasta que éste no re-
sistió más.

El 20 de febrero del 2002 el Gobierno tuvo que dar por 
terminada la llamada zona de distensión a raíz del se-
cuestro del senador Jorge Eduardo Gechem. El Ejército 
recuperó el control del área.
Y llegó al poder Álvaro Uribe Vélez (2002-2010). Y con él 
el principio del fin de una era sangrienta de las Farc.
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Hasta que llegó al poder Juan Manuel Santos (2010- 2014) 
de la mano de su mentor y protector Álvaro Uribe.
El 27 de agosto el canal de televisión Telesur informó de 
que el Gobierno de Colombia y las Farc habían firmado 
un acuerdo en La Habana para abrir un diálogo. 
Esto se hizo en el más absoluto secreto, a espaldas del 
país. Y así sigue el proceso.
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Advirtiendo que “estamos al borde de un inmenso colap-
so nacional”, ya en 1962 el jurista y profesor Jorge Enrique 
Gutiérrez Anzola, en su libro Violencia y justicia escribió, 
refiriéndose al tema de las amnistías e indultos:
“Sobre esta materia, como sobre otras tantas, se proveyó 
con generosidad increíble a otorgar amnistías en indul-
tos con más sentido de “espíritu de cuerpo” y con ánimo 
político que con el sano espíritu para el cual, con tantas 
reservas y cuidados, es posible establecer en forma ex-
traordinaria la amnistía y el indulto. Pero entre nosotros 
estos dos fenómenos se convirtieron en una causa tre-
menda de impunidad, cuyas consecuencias aún estamos 
pagando. Con ellas también se trastornó el orden jurídico 
nacional y los delincuentes que se beneficiaron con estas 
medidas son en mucha parte protagonistas actuales de 
las mismas iniquidades que se quisieron perdonar con la 
amnistía y el indulto”.
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***

Sesenta y dos años después el Fiscal General de la Nación, 
Eduardo Montealegre, como colofón a la impunidad reinante en 
el país derivada de la demasiado larga cadena de amnistías, in-
dultos y perdones propuso penas alternativas a la prisión para 
los guerrilleros de las Farc una vez que firmen la paz que nego-
cian con el gobierno colombiano en La Habana.
“La pregunta es si Colombia podría crear un sistema de justicia 
alternativa que implique sustitución de la pena privativa de la 
libertad”. 
Como eslabón de oro el fiscal General de la Nación, propone 
que “todos los delitos que sean investigados, juzgados y sancio-
nados en el marco de la justicia transicional cometidos tanto 
por miembros de la guerrilla como por miembros de la fuerza 
pública, y miembros del paramilitarismo y por todos los actores 
del conflicto, tengan un cierre definitivo en materia política”.
El mayor castigo que podrían recibir quienes durante tantas dé-
cadas han secuestrado, asesinado, violado, robado, incendiado y 
demás delitos conexos sería un comparendo pedagógico como el 
desminado, por ejemplo.
Así estamos llegando al “País del nunca jamás”.
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